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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO  
NÚMERO 23 DE 2013 SENADO

por el cual se adiciona un Capítulo 5 (nuevo)  
al Título XI de la Constitución Política  

de Colombia.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un Capítulo 5 (nue-

vo) al Título XI de la Constitución Política que-
dará así:

“TÍTULO XI
DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL 

“(…)
Capítulo 5 (Nuevo)

Disposiciones Comunes a los Capítulos  
Anteriores

Artículo Nuevo. A partir de los Comicios de 
2015 para la elección de Gobernadores y Alcal-
des, en la misma fórmula se elegirán Vicegober-
nador y Vicealcalde para los municipios capital 
de Departamento y el Distrito Capital.

Los Vicegobernadores y Vicealcaldes reem-
plazarán en las faltas temporales y absolutas a 
los Gobernadores y Alcaldes, excepto cuando 
sea por revocatoria del mandato.

Las calidades, requisitos, inhabilidades, in-
compatibilidades, periodo y posesión de los Vi-

por la Constitución y la ley para los Gobernado-
res y Alcaldes.

Las funciones o encargos asignados por el 
Gobernador o el Alcalde al Vicegobernador o 

Vicealcalde, no le inhabilita para asumir las fun-
ciones por vacancia absoluta o temporal del ti-
tular.

En caso de vacancia absoluta de los Vicego-
bernadores y los Vicealcaldes, las Asambleas 
Departamentales y los Concejos Municipales o 
Distrital designarán por una sola vez su reem-
plazo de la terna propuesta al momento de la ins-
cripción por los candidatos. 

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige 
a partir de su promulgación.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Colombia ha tenido históricamente un desa-

rrollo constitucional políticamente centralista, 
con tímidos pasos a la descentralización, que han 
impedido de alguna manera que los procesos de 
autonomía territorial no se hayan concretado.

Como antecedente histórico la Constitución 
centralista y presidencialista de 1886, proclama-
ba al Estado como un sistema republicano, ca-
racterizado por la “tridivisión del poder político” 
en Ejecutivo, Legislativo y Judicial; no obstante 
la realidad demostraba que el poder hegemónico 
era el Ejecutivo Central en cabeza, desde luego, 
del Presidente de la República. Este nombraba 
a los Gobernadores de los departamentos, a los 
Intendentes y Comisarios de los llamados terri-
torios nacionales.

De esa manera el poder político resultaba 
igualmente cooptado en sentido vertical, de la 
Nación hacia los niveles territoriales inferiores 
del Estado, lo cual, sin duda, fortalecía el poder 
central del Gobierno Nacional y en particular el 
del Mandatario Nacional.

En 1986 se da un paso importante en la histo-
ria política y constitucional de Colombia, con la 
primera elección popular de los Alcaldes.

Avanzando hacia el establecimiento de un nue-
-

cho político como una conquista ciudadana en los 
artículos 303, 314 y 323 de la Carta para que los 
ciudadanos de los municipios, distritos y depar-
tamentos sean quienes elijan a sus gobernantes, 
por voto programático, para periodos de tres años 
(hoy institucionales de cuatro años) con la posibi-
lidad que su mandato sea revocado.

Sumado a lo anterior, se acoge un modelo de 
política descentralizada que posibilite mayor au-
tonomía de las entidades territoriales para deci-
dir sobre sus propios asuntos, según los postula-
dos superiores del artículo 287 de la Carta.

No obstante los desarrollos constitucionales y 
legales hacia la descentralización, el principio de 
autonomía territorial aún es incipiente, exiguo, 
tal vez porque ha sido abordado política y jurí-
dicamente con bastante prevención, recelo, re-
serva y timidez por el Poder Político Central que 
aún no confía en los actores políticos de los ni-
veles territoriales inferiores ni en la efectividad 
de sus ciudadanos para controlarlos; situación 
que ha impedido el desarrollo legal de ese marco 
de autonomía territorial para que los pueblos de-
cidan la suerte respectos de sus autoridades y de 
los asuntos público locales.

Además de lo anterior, la corrupción ha per-
meado todos los niveles del Estado, pero erró-
neamente se cree que esta se ha focalizado en 
el nivel territorial, cosa que está en entredicho, lo 

que sucede es que se percibe más la corrupción 
a nivel local dado la inmediatez por el contacto 
directo que los ciudadanos tienen con sus propias 
autoridades y el concepto que se generan de estas.

Ese desenvolvimiento del proceso político 
para la elección de los mandatarios locales tam-
bién ha tenido sus propios inconvenientes por 
aspectos o situaciones que han llevado a defrau-
dar el sentir ciudadano de gobernarse por auto-
ridades propias. Mandatarios involucrados con 
grupos armados al margen de la ley, otros inha-
bilitados, sancionados con suspensión y destitu-
ción, mandatarios asesinados, elecciones locales 

estrafalarias gastadas por las campañas han esta-
do a la Orden del Día.

Todo lo anterior ha llevado a generar descon-

locales e inestabilidad en los respectivos gobier-
nos, sobre todo cuando se presenta falta absoluta 
de los alcaldes y gobernadores por destitución, 
nulidad de elección por inhabilidad, renuncia 
y muerte, o temporal por suspensión ordenada 
por organismos de control y/o judiciales, y se 
ha acudido a elecciones atípicas para alcaldes 
y gobernadores, y como consecuencia a nom-
bramientos por encargo de dichos mandatarios 
hecho por autoridades administrativas territo-
riales superiores y diferentes a la implicada, que 

clientelistas para la provisión de éstos. Esas de-
cisiones vienen de los poderes políticos del man-
datario territorial de nivel superior (en el caso de 
Alcaldes por los Gobernadores, y para el distrito 
capital y los Gobernadores por el Presidente de 
la República), cuando no a espaldas de las deci-
siones del pueblo soberano.

Revisando datos de la última década 2003 a 
2012 se han registrado 363 elecciones atípicas 
para Alcaldes y 15 para Gobernadores (datos 
tomados de la página (http://www.registraduria.
gov.co/-Historico-de-elecciones-atipicas-.html), 
originadas por faltas absolutas en virtud de 
muerte del mandatario, suspensión por sanción 
disciplinaria y destitución entre otras; procesos 

-
nanciero por parte del Estado que resultan costo-
sos para la democracia.

Por eso, es conveniente que se adopten me-
didas que permitan que, por lo menos en los 
departamentos, en las ciudades capitales de 
departamento y en el Distrito Capital, para las 
faltas temporales y absolutas de los alcaldes y 
gobernadores, se reivindique el derecho políti-
co y autónomo del pueblo para gobernarse por 
autoridades propias, en las cuales no tenga nin-
guna injerencia los poderes políticos del nivel 
territorial superior, previendo que haya elección 
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de mandatarios locales en fórmula Alcalde y Vi-
cealcalde, y Gobernador y Vicegobernador.

Tal propuesta ya había sido hecha en el pro-
yecto de Constitución Federal del Colegio de 
Altos Estudios de Quirama, al disponer sobre 

(artículos 185, 71, 80, 81, 153 y 185 del Ante-
proyecto de Constitución Federal), señalando 
que este será asesor y consultor del Alcalde y del 
Gobernador respectivamente, y podrá ejercer las 
competencias que se le señalen por las leyes.

Si bien la propuesta está inmersa en un Pro-
yecto de Constitución Federal, no es incompati-
ble con el Estado Unitario y el sistema de auto-

1991, por cuanto si bien es una institución nueva, 
el Vicegobernador y el Vicealcalde serían elegi-
dos mediante un proceso de elección popular en 
fórmula con el respectivo Alcalde o Gobernador 
para periodos institucionales de cuatro años, y 
podrían asumir las funciones o encargos que el 
Gobernador o el Alcalde respectivo le asignen, 
sin que ello lo inhabilite para asumir o reempla-
zar al titular en las faltas temporales o absolutas, 
salvo los casos de revocatoria del mandato, que 
también se entiende les es revocado.

Además, adoptar esa institución para los de-
partamentos y municipios capital de departamen-
to y el Distrito Capital, guarda coherencia con la 
estructura del Estado, de acuerdo a lo establecido 
para el nivel nacional con la fórmula de Presidente 
de la República y Vicepresidente de la República 
(Capítulo III del Título VII de la Constitución Po-

Esta medida normativa constitucional tam-
bién evitaría la indebida interferencia de fun-
cionarios de organismos de control y judiciales 
en prácticas clientelistas que deslegitiman su 
actuar, al ocuparse de la persecución de auto-

camino a intereses diferentes a los que del buen 
servicio de control les corresponde; es decir, evi-
taría la desviación del poder de control con la 
atribución de suspender o destituir autoridades 
locales respondiendo a otros intereses diferentes 
a la verdadera misión de controlar para proteger 
la moralidad u el orden jurídico públicos.

Ahora bien, se pretende igualmente con esta 
propuesta, aparte de reivindicar la autonomía 
territorial para que los pueblos se gobiernen 
por autoridades propias y que aquellas elegidas 
conforme a la Constitución y la ley puedan ser 
remplazadas en sus faltas temporales o absolutas 
por la fórmula que el mismo pueblo ha decidido, 
también evitar el desarrollo, ejecución y desplie-
gue que demandan las elecciones “atípicas” que 

-
ro al Estado.

municipios capital de departamento y del Dis-
trito Capital, y del Vicegobernador, son una pro-
puesta para avanzar políticamente hacia una so-
ciedad política más madura y autónoma en los 
niveles territoriales del Estado, que se espera sea 
acogida el Congreso de la República. 

Atentamente,

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 17 del mes de abril del año 2013 se ra-

dicó en este Despacho el Proyecto de Acto Le-
gislativo número 23, con todos y cada uno de los 
requisitos constitucionales y legales por honora-
bles Senadores Jorge Eduardo Londoño, Juan M. 
Galán, Félix Valera, Gilma Jiménez, Doris Vega.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 17 de abril de 2013 
Señor Presidente: 

-
yecto de Acto Legislativo número 23 de 2013 
Senado, por el cual se adiciona un Capítulo V 
(Nuevo) al Título XI de la Constitución Política 
de Colombia, me permito pasar a su Despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa que fue 
presentada en el día de hoy ante Secretaría Ge-
neral por los Senadores Jorge Eduardo Londoño, 
Juan Manuel Galán, Félix Valera, Gilma Jimé-
nez, Doris Vega, Iván Name y otros. La materia 
de qué trata el mencionado Proyecto de Acto Le-
gislativo, es competencia de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente, de conformidad con 
las disposiciones reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco. 
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PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 17 de abril de 2013 
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de acto 
legislativo de la referencia a la Comisión Prime-
ra Constitucional y envíese copia del mismo a la 

-
do en la Gaceta del Congreso. 

Cúmplase.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Roy Barreras Montealegre.

El Secretario General del honorable Senado 
de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

P R O Y E C T O S   D E   L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 238 DE 

2013 SENADO

por la cual se establece el fuero de paternidad,  
se amplía el periodo de presunción de despido  
por motivo de embarazo o lactancia, y se dictan 

otras disposiciones (Ley José).

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Ampliación del periodo de pre-
sunción de despido por motivo de embarazo o 
lactancia. Modifíquese el numeral 2 del artículo 
239 del Código Sustantivo del Trabajo, el cual 
quedará así: 

2. Se presume que el despido se ha efectua-
do por motivo de embarazo o lactancia, cuando 
ha tenido lugar dentro del periodo del embarazo 
dentro de los seis (6) meses posteriores al parto 
y sin autorización de las autoridades de que trata 
el artículo siguiente. 

Artículo 2°. Protección integral del que está 
por nacer. El Código Sustantivo del Trabajo ten-
drá un nuevo artículo 240A, el cual quedará así:

Artículo 240A. Fuero de Paternidad. El fue-
ro de paternidad es una institución que busca 
garantizar el desarrollo armónico e integral de 
los niños, desde que son concebidos y hasta los 
primeros meses de vida. Para tal efecto, se esta-
blecen las siguientes medidas: 

1. Se prohíbe el despido de todo trabajador 
cuya cónyuge o compañera permanente se en-
cuentre en estado de embarazo y no tenga un 
empleo formal. Esta prohibición se activará con 

-
razo de la cónyuge o compañera permanente, y 
una declaración, que se entiende presentada bajo 
la gravedad del juramento, de que ella carece de 
un empleo formal. 

par escrito. En ambos casos el trabajador ten-

drá hasta un (1) mes para adjuntar la prueba que 
acredite el estado de embarazo de su cónyuge 
o compañera permanente. Para tal efecto, serán 

de exámenes realizados en laboratorios clínicos 
avalados y vigilados por las autoridades compe-
tentes. 

2. La medida de prohibición de despido cobi-
jará al padre trabajador durante el embarazo de 
su cónyuge o compañera permanente y dentro de 
los seis (6) meses posteriores al parto.

3. Para poder despedir a un trabajador cobija-
do con el fuero de paternidad, el empleador re-
querirá la autorización del inspector del trabajo, 
o del alcalde municipal en los lugares en donde 
no existiere aquel funcionario. Esta autorización 
sólo podrá concederse con fundamento en al-
guna de las causas que tiene el empleador para 
dar por terminado el contrato de trabajo y que 
se enumeran en los artículos 62 y 63. Antes de 
resolver, el funcionario debe oír al trabajador y 
practicar todas las pruebas conducentes solicita-
das por las partes. 

4. Los trabajadores de que trata el numeral 
uno (1) de este artículo que sean despedidos sin 
autorización de las autoridades competentes, tie-
nen derecho al pago de una indemnización equi-
valente a los salarios de sesenta días (60) días, 
fuera de las indemnizaciones y prestaciones a 
que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de 
trabajo. 

Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación y dero-
ga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Félix José Valera Ibáñez,

Autor.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A. ANTECEDENTES 
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La Constitución Política de 1991 establece un 
buen número de disposiciones tendientes o pro-
teger la familia como núcleo básico de la socie-
dad. Así mismo, consagra un cúmulo de prerro-
gativas a favor de la mujer en estado de gravidez 
y de los niños, incluidos los que están por nacer. 
No por nada ambos son considerados como suje-
tos de especial protección a lo largo de los postu-
lados de nuestra Carta Magna. Artículos como el 
13, 43, 44, 50 y 53, son la prueba fehaciente de 

Por su parte, la legislación en materia laboral 
ha desarrollado ampliamente lo concerniente a 
las garantías laborales de la mujer, haciendo es-
pecial énfasis en las que corresponden a aquellas 
que se encuentran en periodo de gestación. El 
desarrollo normativo y jurisprudencial de insti-
tuciones como el fuero de maternidad, el des-
canso remunerado en la época del parto y los 
permisos para la lactancia, son muestra de la di-
námica que se le ha imprimido a este tema desde 
el Congreso de la República y las Altas Cortes, 
en especial la Corte Constitucional. 

En lo que atañe a los niños como sujetos de 
-

marse que este tema también ha recibido gran 
atención por parte de las diferentes autoridades 
involucradas en el desarrollo y cumplimiento de 
ese postulado. No obstante, consideramos que 
en tratándose de los niños que están por nacer 
podemos hacer aún más cosas para reforzar ese 
halo de protección que de ellos se predica. Es 
así como la institución del Fuero de Paternidad 
se presenta como un conjunto de medidas que 
propenden por el robustecimiento de las garan-
tías consagradas a favor del nasciturus y de los 
recién nacidos.

En el derecho comparado latinoamericano 
también podemos encontrar antecedentes de la 
institución del Fuero de Paternidad o Fuero 
Paternal. En Chile y Venezuela, por citar un par 
de ejemplos, se han presentado a consideración 
de los órganos legislativos iniciativas encami-
nadas a reforzar la protección de los niños, me-
diante la adopción de distintas medidas, entre las 
cuales se incluye la inamovilidad laboral de los 
padres, cobijando por igual a mujeres y hombres.

Ley de inamovilidad laboral en Venezuela1 

En fecha 20 de septiembre de 2007, fue pu-
blicada en la G. O N° 38.773 la Ley para Pro-
tección de las Familias, la Maternidad y la Pa-
ternidad (“LPFMP”), la cual tiene por objeto 
establecer los mecanismos de desarrollo de po-
1 Todo el texto de este capítulo sobre la Ley de Inamovili-

dad Laboral en Venezuela fue tomado de la página web: 
 http://solucionlaboralvenezuela.blogspot.com/p/inamo-

vilidad-por-fuero-paternal. html 

líticas para la protección integral a las familias, 
la maternidad y la paternidad 

ASPECTOS MÁS IMPORTANTES: 

DEFINICIÓN DE FAMILIA 

Según la LPFMP se entiende como familia la 
asociación natural de la sociedad y espacio fun-
damental para el desarrollo de sus integrantes, 
que se encuentra constituida por personas rela-
cionadas por vínculos jurídicos o de hecho, cuya 
existencia se funda en el amor, respeto, solida-
ridad, comprensión mutua, participación, coo-
peración, esfuerzo común, igualdad de deberes 
y derechos, y la responsabilidad compartida en 
las actividades de la vida familiar. Es así, como 
el padre, la madre, los hijos u otros integrantes 
de la familia se regirán por los principios regu-
lados en la LPFMP. 

Adicionalmente, el Estado protegerá a las fa-
milias en su pluralidad, sin discriminación al-
guna de los integrantes que las conforman, con 
independencia del origen o tipo de relaciones 
familiares. 

INAMOVILIDAD LABORAL DEL PADRE. 
(Artículo 8° LPMPF) 

El padre gozará de inamovilidad laboral du-
rante un (1) año contado después del nacimiento 
de su hijo, por lo que no podrá ser despedido, 
trasladado o desmejorado por el patrono, sin 

-
cada por el Inspector del Trabajo. 

de padre en los procedimientos que en materia 
de inamovilidad se encuentran regulados en la 
legislación laboral, sólo podrá acreditarse tal 
condición mediante el Acta de Inscripción del 
niño en el Registro Civil o en el Sistema de Se-
guridad Social. 

También será aplicable la inamovilidad la-
boral, a los padres a partir de la sentencia de 
adopción, cuando el niño tenga menos de tres 
(3) años de edad. 

Cuando el padre sea un funcionario público, 
cualquier controversia derivada de la inamovi-
lidad laboral regulada en la LPFMP, será cono-
cida por los tribunales competentes (Tribunales 
Contencioso Administrativos). 

INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 
DEL ARTÍCULO 8° DE LA LEY PARA PRO-
TECCIÓN DE LAS FAMILIAS, LA MATERNI-
DAD Y LA PATERNIDAD 

Sala Constitucional TS.J, 10 de junio de 2010 

‘… Por tanto, esta Sala Constitucional juzga 
que la interpretación del artículo 8° de la Ley 
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para Protección de las Familias, la Maternidad 
y la Paternidad, que hizo la Sala Político-Ad-
ministrativa, se aparta del sentido y alcance de 
las normas constitucionales que protegen inte-
gralmente a la familia, a la paternidad y ma-
ternidad, que la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela reconoce por igual, en 
el artículo 76. 

En este sentido, la Sala juzga, ante el vacío 
de la Ley para Protección de las Familias, la 
Maternidad y la Paternidad en la determinación 
del punto de partida de la inamovilidad por fue-
ro paternal, que esta comienza desde la concep-
ción, todo ello en coherencia con lo que precep-
túa la Ley Orgánica del Trabajo respecto de la 
inamovilidad por fuero maternal y en salvaguar-
da al derecho a la igualdad y no discriminación. 

Asimismo, la Sala determina que, para la 
demostración ante el patrono de la paternidad, 
cuando no sean aplicables las presunciones de 
ley, bastará con el reconocimiento voluntario 
que se haga conforme con lo que preceptúa el 
artículo 223 del Código Civil’”. 

El proyecto del Fuero Paternal en Chile2 

En la Cámara de Diputados de Chile actual-
mente existe un proyecto de ley en trámite refe-
rente al fuero paternal, el cual pretende adicionar 
un inciso al Código de Trabajo de ese país. 

El objetivo del proyecto es, sin perjuicio de 
estar de acuerdo con la protección otorgada a 
la Madre trabajadora, que el mismo derecho sea 
aplicable a los padres trabajadores, aun cuando 
las madres ejerzan un trabajo dependiente a la 
par con ellos, ya que la idea que está de fondo es 
proteger la economía familiar que se puede ver 
alterada tanto en los casos en que la madre esté 
trabajando y deje de percibir renta, como cuan-
do quien trabaja es el padre y queda cesante, 

negativamente y eso de todas maneras perjudica 
el bienestar de sus integrantes y en especial del 
hijo que está en camino o que ya nació. 

Ya existe un proyecto de ley presentado en 
la Cámara de Diputados el año 2008, donde se 
pretende ampliar el fuero laboral a los padres de 
la criatura en gestación o de la criatura ya naci-
da, pero sólo en aquellos casos en que la madre 
no realice trabajo remunerado alguno. 

Los Diputados de la Cámara de Chile con-
sideran que es necesaria la ampliación del de-
recho a todo evento, debido a que como mani-
festaron, aun cuando la Madre trabaje el aporte 
que hace el Padre a la economía de la familia es 
2 En el texto de este capítulo se incluyen apartes del Pro-

yecto del Fuero Paternal en Chile y se recoge informa-
ción de la prensa chilena sobre el particular.

igual o en muchos casos más importante para 
poder vivir honradamente. 

Es un proyecto que consta de dos (2) artícu-
los, citados a continuación: 

Artículo 1° 

Modifíquese el artículo 201 del Código del 
Trabajo agregando un inciso 2° nuevo pasando 
el actual inciso 2° a ser tercero y así sucesiva-
mente, en tal sentido: 

“El derecho establecido en el inciso prece-
dente será aplicable también al padre trabaja-
dor, siempre que se acredite mediante una de-
claración jurada ante el empleador, que acredite 
que contribuye económicamente con la madre 
de la criatura en gestación o mantiene una re-
lación directa y regular con el menor, además 
de cumplir con su obligación de dar alimentos. 
El periodo por el que durará este derecho para 
el padre, será durante el periodo de embarazo y 
hasta un año después del nacimiento”.

Artículo 2°

Modifíquese el artículo 201 estableciendo un 

anterior) en el siguiente sentido: 

“La misma norma establecida en el inciso 
anterior, será aplicable al padre trabajador, 
quien para ser reincorporado deberá presentar 

-
ñar declaración jurada requerida en los térmi-
nos del inciso 2°”. 

B. OBJETO DEL PROYECTO 

El presente proyecto de ley tiene como obje-
to robustecer las garantías constitucionales con-
sagradas a favor de los niños, incluidos los que 
están por nacer, por medio de la introducción de 
una institución como el Fuero de Paternidad, 
la cual deberá extenderse por toda la legislación 
colombiana, y especialmente aquella relativa a 
los trabajadores. Para lograr ese cometido, pro-
ponemos adicionar un nuevo artículo al Código 
Sustantivo del Trabajo, que contemple situacio-
nes como: i) prohibición de despido del trabaja-
dor cuya cónyuge o compañera permanente se 
encuentre embarazada y no tenga empleo formal; 

medida de prohibición de despido comprendida 
en el fuero de paternidad; iii) declaración del pa-
dre trabajador, que se entiende presentada bajo 

la cónyuge o compañera permanente carece de 
empleo formal; iv) necesidad de autorización del 
Inspector de Trabajo para poder despedir a un 
trabajador con fuero de paternidad, etc. 
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Adicionalmente, y en aras de ampliar ese 
marco de asistencia y protección para los niños, 

-
do en el numeral 2 del artículo 239 del Código 
Sustantivo del Trabajo, y lo amplía de tres (3) a 
seis (6) meses, en concordancia con el término 
previsto en el mismo código para los descansos 
remunerados durante la lactancia. 

C. TRATADOS INTERNACIONALES Y 
MARCO CONSTITUCIONAL SOBRE LA 
PROTECCIÓN DE LOS NIÑOS, INCLUI-
DOS LOS QUE ESTÁN POR NACER

Estado Social de Derecho es garantizar la efecti-
vidad de los principios, derechos y deberes con-
sagrados en la Constitución, tal como lo prevé el 
artículo 2º superior. En efecto, principios y va-
lores de estirpe constitucional como la dignidad 
humana, la igualdad material, real y efectiva, la 
solidaridad y el trabajo, son los que rigen el desa-
rrollo de las relaciones laborales en Colombia3. 

Nuestra Carta Magna también consagra me-
didas de carácter especial a favor de ciertos gru-
pos poblacionales que, conforme al leal saber 
y entender de los delegatarios a la Asamblea 
Nacional Constituyente, merecen una atención 
diferencial debido a las condiciones de desven-
taja a las que históricamente han sido sometidos. 
Adicionalmente, existen tratados internaciona-
les sobre derechos humanos, debidamente rati-

-

condiciones de vida y desarrollo de los niños, 
los cuales, según reiterada jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, se constituyen en crite-
rios auxiliares de interpretación de los derechos 
constitucionales. 

Con respecto a los instrumentos internaciona-
les, por no citar sino algunos ejemplos, la Corte 
destaca que la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, en el artículo 25, señala que ‘la 
maternidad y la infancia tienen derecho a cui-
dados y asistencia especiales’. Por su parte, el 
artículo 10.2 del Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos y Sociales, aprobado por Co-
lombia por la Ley 74 de 1968, establece que ‘se 
debe conceder especial protección a las madres 
durante un periodo de tiempo razonable antes 
y después del parto.’ Igualmente, el artículo 11 
de la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
expedida en Nueva York, el 18 de diciembre de 
3 Argumentos esbozados en el Proyecto de ley número 42 

de 2012 Senado, “por la cual se restablece una acción 

se deroga el inciso 2° del artículo 137 del Decreto-ley 
019 de 2012, y se dictan otras disposiciones’, que pre-
senté a consideración del Congreso de la República a 

1979, por la Asamblea General de la ONU, y 
aprobada por la Ley 51 de 1981, establece que 
es obligación de los Estados adoptar ‘todas las 
medidas apropiadas para eliminar la discrimi-
nación contra la mujer en la esfera del empleo’ 

con los hombres, ‘el derecho al trabajo como 
derecho inalienable de todo ser humano’. Por 
su parte, el Convenio 111 de la OIT prohíbe la 
discriminación en materia de empleo y ocupa-
ción, entre otros motivos por el de sexo. Pero es 
más; desde principios de siglo, la OIT promulgó 

-
jer embarazada. Así, el Convenio número 3, que 
entró en vigor el 13 de junio de 1921 y fue apro-
bado por Colombia por la Ley 129 de 1931”4. 

Por su parte, la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas adoptó el 20 de noviembre de 
1959 la Declaración de los Derechos del Niño; 
documento que indica lo siguiente en relación 
con los niños: 

“el niño, por su falta de madurez física y 
mental, necesita protección y cuidado especia-
les, incluso la debida protección legal, tanto 
antes como después del nacimiento”.. 

Lo anterior se complementa con los princi-
pios 2, 4 y 8 de la misma Declaración. En dichos 
principios se incorporan varias obligaciones de 
los Estados para con los niños, tales como: pro-
mulgar leyes en pro del desarrollo físico, moral, 
social, espiritual y social de los niños; el derecho 

el derecho a crecer y desarrollarse con buena 
salud; y el derecho a disfrutar de alimentación, 
vivienda, recreo y servicios médicos adecuados.

De igual forma, la Constitución Política de 
1991 incorporá varias disposiciones encamina-
das a garantizar el óptimo crecimiento y desarro-
llo del niño, incluyendo medidas para proteger 
a aquellos que están por nacer. La mujer debe 
gozar de especial protección y asistencia duran-
te el embarazo y después del parto, y recibirá 
subsidio alimentario si entonces estuviera des-
empleada o desamparada5. 

Son derechos fundamentales de los niños: la 
vida, la integridad física, la salud y la seguridad 
social, la alimentación equilibrada, su nombre 
y nacionalidad, tener una familia y no ser sepa-
rados de ella, el cuidado y amor, la educación 
y la cultura, la recreación y la libre expresión 
de su opinión. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las 

-
dos por Colombia. 
4 Corte Constitucional Sentencia C-470 de 1997. Magis-

trado Ponente: Doctor Alejandro Martínez Caballero.
5 Artículo 43. 
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La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y 
el ejercicio pleno de sus derechos6. Todo niño 
menor de un año que no esté cubierto por algún 
tipo de protección o de seguridad social, tendrá 
derecho a recibir atención gratuita en todas las 
instituciones de salud que reciban aportes del 
Estado. La ley reglamentará la materia7. 

Como se viene de leer, todos estos instrumen-
tos internacionales y normas de la Carta Magna 
propenden no sólo por la protección de la mujer, 
sino que en el fondo buscan garantizar el normal 
desarrollo del nasciturus y el digno desenvolvi-
miento desde que nace hasta sus primeros meses 
o años de vida. 

D. JUSTIFICACIÓN
En Colombia se han expedido numerosas 

normas dirigidas a proteger la niñez; muchas de 
ellas, sin duda, con la deliberada y bienintencio-

vida digna a quienes en el futuro habrán de ser 
los hombres y mujeres de buenas costumbres, 
talentosos y pujantes que conducirán a nuestra 
nación hacia una profunda y auténtica transfor-
mación positiva. 

Decenas de leyes, decretos, resoluciones8 y 
documentos Conpes9, son evidencia de la re-
levancia social y jurídica que tiene el tema del 
amparo de los derechos de los niños en Colom-
bia. La Constitución de 1991 también plantea la 
importancia de la responsabilidad compartida, 
entre el Estado, la sociedad y la familia, en la 
obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y 
el ejercicio pleno de sus derechos. Además es-
tablece que los derechos de las niñas y los niños 
prevalecen sobre los derechos de los demás10. 

Tal es, pues, la abundancia normativa, que 
cualquiera podría pensar que sobre esta temática 
de la niñez ya está todo dicho, escrito y reglado. 
No obstante, creemos que siempre habrá cabida 
para nuevas y buenas iniciativas dirigidas a la 
población infantil. 

Acciones e iniciativas como las emprendidas 
por las reconocidas promotoras y defensoras de 
los derechos de los niños como la Senadora Gil-
6 Artículo 44. 
7 Artículo 50.
8 Leyes 12 de 1991, 548 de 1999, 704 de 2001, 1098 de 

2006, 1295 de 2009, entre otras. 
9 Conpes Social 109 “Por medio del cual se aprueba la 

Política Pública Nacional de Primera Infancia ‘Colom-
bia por la Primera Infancia’”.

10 Cuidemos los derechos de las niñas y los niños. Biblio-
teca de la Madre Líder. Cartilla N° 7, segunda edición 
207. Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional.

ma Jiménez y la Procuradora Ilva Myriam Ho-
yos, así como las de otras mujeres que trabajan 
a diario “tras bastidores” y que son igualmente 
importantes y valiosas, como las madres comu-
nitarias, nos llenan de orgullo y nos invitan a 
replicar ese inagotable esfuerzo que realizan en 
todo momento a favor de la niñez. 

Es así como a través de la incorporación de 
algunas medidas en la legislación laboral, y la 

-
yecto de ley pretende convertirse en una herra-
mienta adicional de protección a la niñez. Para 
ello advertimos, en primera instancia, que el 
Capítulo V del Código Sustantivo del Trabajo 
contiene diferentes disposiciones relativas a la 
protección de los menores y la maternidad. Apa-
rece entonces el fuero de maternidad como una 
institución que actúa en dos grandes frentes: i) 
brindarle condiciones dignas de vida a los niños, 
incluidos aquellos que están por nacer; ii) e im-
pedir que la mujer trabajadora sea discriminada 
o menoscabada en sus derechos con ocasión del 
embarazo o lactancia.

La Corte Constitucional ha recogido el ante-
rior planteamiento en varias sentencias que nos 
permitiremos citar a continuación: 

“(...) El artículo 53 de la Carta comprende 
múltiples principios relativos a la orientación de 
las relaciones laborales. Dentro de dichos prin-
cipios se encuentra la estabilidad en el empleo, 
que se materializa en el ordenamiento como una 
garantía del Estado Social de Derecho. 

Dicha estabilidad laboral tiene además un 
carácter reforzado en las mujeres trabajadoras 
que se encuentran en estado de gravidez o lac-
tancia, en la medida en que deben gozar de una 
protección especial que garantice su perma-
nencia en el empleo, para así poder obtener los 

y prestaciones, de manera que se proteja a la 
madre trabajadora y al niño que está por nacer. 

(…)
Adicionalmente, esta Sala considera necesa-

rio señalar que a partir del momento en que se 
da el fenómeno natural de la concepción duran-
te cualquier contrato laboral, sin importar la 
vinculación, nace el fuero por maternidad. En 
esa medida, dicha protección se debe desarro-
llar en pro del amparo de la madre trabajadora 
y del niño que está por nacer, tal y como lo se-
ñala la Constitución. 

3.7. En conclusión, esta Sala precisa: 
– Que la protección a la maternidad, al que 

está por nacer y a la mujer trabajadora, se ma-
terializan en el principio de la estabilidad labo-
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ral reforzada tanto durante el embarazo como 
en el periodo posterior al parto de los tres me-
ses[15]. 

– Que sin importar la clase de contrato que 
se tenga, dicha protección se activa con el solo 
hecho de quedar embarazada durante el desa-
rrollo del contrato laboral.

– Que el objeto de esta protección consiste 
-

za a estos sujetos de especial protección que se 
encuentran en estado de indefensión frente al 
empleador que de manera arbitraria toma la 
decisión de efectuar la desvinculación sin una 
justa causa probada11.

“(...) la Constitución Política en el artículo 
43 reconoce a favor de la mujer en estado de 
gravidez una especial protección cuando esta-
blece que ‘durante el embarazo y después del 
parto gozará de especial asistencia y protección 
del Estado, y recibirá de este subsidio alimenta-
rio si entonces estuviere desempleada o desam-
parada’, lo que implica la creación y garantía 
de un amparo enfocado no sólo a preservar la 
condición biológica singular sino la vida y los 
derechos de quien está por nacer12. 

“(...) distintos instrumentos internacionales 
de protección de Derechos Humanos a la luz de 

los derechos constitucionales fundamentales –
como lo ordena el artículo 93 superior– recono-
cen la condición especial de la maternidad y le 
otorgan un amplio margen de protección a las 
mujeres en estado de gravidez del mismo modo 
que a la población recién nacida. 

(…)
En este lugar vale la pena resaltar cómo la 

protección ofrecida a la mujer en estado de em-
barazo antes y después del parto se encamina 
también a proteger los derechos de la niñez. En 
la Convención Internacional sobre los Derechos 
del [de la] Niño (a) se ordena a los Estados Par-
tes adoptar medidas adecuadas para garantizar 
la atención sanitaria prenatal y posnatal en be-

13. 
De la lectura de las sentencias antes citadas es 

posible colegir que el diseño constitucional de la 
-

tra sustento no sólo en la necesidad de erradicar 
todo tipo de conductas discriminatorias contra la 
trabajadora que se encuentra en estado de gravi-
11 Corte Constitucional. Sentencia T-054 de 2011. Magis-

trado Ponente: Doctor Jorge Iván Palacio Palacio.
12 Corte Constitucional. Sentencia T-105 de 2011. Magis-

trado Ponente: Doctor Nilson Pinilla Pinilla.
13 Corte Constitucional. Sentencia T-095 de 2008. Magis-

trado Ponente: Doctor Humberto Antonio Sierra Porto.

dez, sino también en la obligación constitucional 
de garantizar la vida y los derechos de los que 
están por nacer; siendo este último uno de los ar-
gumentos a los que acudiremos recurrentemente 

-
sente proyecto de ley. 

Es una verdad de a puño que la gestación, 
además de los cambios hormonales y físicos de 
la mujer, implica una serie de gastos que son ne-
cesarios para garantizar el desarrollo pleno del 
que está por nacer. Citas médicas, exámenes es-
pecializados, pruebas de laboratorio, ecografías, 
medicamentos, vitaminas, suplementos nutri-
cionales, ropa y calzado idóneos, por mencio-
nar solo algunos, hacen parte de un conjunto de 
elementos que se tornan indispensables durante 
el embarazo y que, por lo general, deben ser su-
fragados por el padre o la madre, o por ambos, 

normalidad hasta concluir con el nacimiento de 
un niño sano. 

Algo similar ocurre durante los primeros me-
ses de vida del niño, pues en este periodo es pre-
ciso colmarlo de cuidados especiales, bien sea 
de orden médico o alimenticio, por destacar al-
gunos. 

Como se indicó en párrafos anteriores, el Es-
tado tiene la obligación constitucional de asistir 
y proteger al niño para garantizar su desarro-
llo armónico e integral y garantizar el ejercicio 
pleno de sus derechos. Adicionalmente se ha 
obligado, mediante la adopción de tratados in-
ternacionales, a promulgar leyes en pro del de-
sarrollo físico, moral, social, espiritual y social 
de los niños, al tiempo que se ha comprometido 
a velar por su derecho a disfrutar de alimenta-
ción, vivienda, recreo y servicios médicos ade-
cuados14. Todo esto como parte de un esfuerzo 
conjunto que incluye también a la sociedad y la 
familia. 

Es sabido que en la actualidad el Estado co-

para materializar los postulados del Estado So-
cial de Derecho contenidos en la Constitución 
Política. En el caso de los niños, incluidos los 
que están por nacer, son las propias familias 

gastos necesarios para hacer realidad todo ese 
compendio de derechos de los que son sujetos 
sus hijos. Y para lograr ese cometido, las fami-
lias deben tener empleos estables que garanti-
cen la entrada de ingresos periódicos al hogar. 

En relación con la trabajadora en estado de 
gravidez, tanto la Constitución como la legisla-
ción laboral tienen resuelto lo atinente a la pro-
14 Declaración de los Derechos del Niño.
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tección del menor mediante la institución del 
fuero de maternidad, que comprende, entre otras 
cosas, la licencia de maternidad, así como la pro-
hibición de despido durante la gestación y den-
tro de los tres (3) meses posteriores al parto. Con 
esa estabilidad reforzada la trabajadora gestante 
puede garantizarle unas condiciones dignas a su 
bebé y, de cierta forma, satisfacer los postulados 
constitucionales que propenden por su asistencia 
y protección.

Hasta allí podemos decir que se han dado gran-
des pasos hacia la protección del niño, desde que 
es concebido y hasta que cumple los primeros 
meses de vida, sin embargo, todas las medidas 
legislativas se han enfocado en reforzar la esta-
bilidad de la madre, lo cual nos complace pero 

robustecer aún más esa protección que le deben 
procurar el Estado, la familia y la sociedad a los 
niños. En este punto cabe preguntarse: ¿De qué 
sirve el fuero de maternidad cuando la madre no 
trabaja y es el padre quien con sus ingresos, fruto 
de su empleo, sostiene económicamente el ho-
gar? ¿Acaso no quedan desamparados la mujer 
y su bebé cuando el padre trabajador y jefe de 
hogar es despedido de su empleo? Si la familia, 
la mujer en estado de embarazo y los niños go-
zan de protección especial por parte del Estado: 
¿Por qué no se refuerza la estabilidad laboral del 
padre trabajador jefe de hogar? 

Estos interrogantes nos conducen a pensar 
que aunque hoy existen mecanismos jurídicos 
que ofrecen cierta protección a los niños, cobi-
jando a sus madres con un fuero que impide que 
sean despedidas de sus empleos durante el em-
barazo y dentro de los tres (3) meses posteriores 
al parto, esto podría complementarse con la in-
troducción a la legislación laboral de la institu-
ción del Fuero de Paternidad, el cual entraría 
a operar en caso de que la cónyuge o compañera 
permanente embarazada no tuviera un empleo 
formal que le permita disponer de ingresos pe-
riódicos para dispensarle la asistencia debida al 
nasciturus o al bebé, e incluso para proveerse su 
propia asistencia. 

Empero, la prohibición de despido del padre 
trabajador no es la única medida comprendida 
dentro del fuero que a este se le concede en este 
proyecto de ley. Pensamos que también era con-

-
ternal varias de las disposiciones previstas para 
el fuero de maternidad, razón por la cual nos 

fueran aplicables a los padres trabajadores, sin 

guardaran identidad con las de la mujer trabaja-
dora. 

De modo que, introdujimos en el articulado 
de este proyecto medidas previstas para la mujer 
en el artículo 239 del Código Sustantivo del Tra-
bajo, como la autorización del Inspector del Tra-
bajo, o del Alcalde Municipal en los lugares en 
donde no existiere aquel funcionario, para poder 
despedir a un trabajador cobijado con el fuero de 
paternidad. Además, se establece que los padres 
trabajadores de que trata el numeral 1 del pro-
yecto, y que hayan sido despedidos sin autoriza-
ción de las autoridades competentes, tienen de-
recho al pago de una indemnización equivalente 
a los salarios de sesenta días (60) días, fuera de 
las indemnizaciones y prestaciones a que hubie-
re lugar de acuerdo con el contrato de trabajo. 

De otra parte, el proyecto de ley también mo-

periodo durante el cual se presume que el despi-
do de la mujer trabajadora se ha dado con motivo 
del embarazo o la lactancia. La razón de ser de 

los términos previstos en el Código Sustantivo 
del Trabajo (CST), en lo que a la lactancia se 

Al examinar las disposiciones relacionadas 
con la lactancia, encontramos una diferencia en 

una parte, el artículo 238 del CST establece que 
durante los primeros seis (6) meses de vida del 
niño, el empleador está obligado a conceder a la 
trabajadora dos descansos, de treinta (30) minu-
tos cada uno, dentro de la jornada para amaman-
tar a su hijo, sin descuento alguno en el salario 
por dicho concepto. Y el artículo siguiente, esto 
es, el que alude a la prohibición de despido, dis-
pone que si el despido ha tenido lugar durante el 
embarazo o dentro de los tres (3) meses posterio-
res al parto, se presume que se ha efectuado con 
motivo del embarazo o la lactancia cuando no ha 
mediado la autorización del inspector de trabajo 
o del alcalde. 

Como se observa claramente, la presunción 
de despido del artículo 239 del CST se presenta 
en función de dos motivos: i) el embarazo; y ii) 
la lactancia. Ahora bien, si el periodo de los des-
cansos remunerados para la lactancia se extien-
de hasta los primeros seis (6) meses de vida del 
niño, conforme lo prescribe el artículo 238 antes 
citado, la presunción de despido debería exten-
derse por el mismo tiempo, lo cual no ocurre en 
la actualidad debido a que el término es apenas 
de tres (3) meses.

Es más, de conformidad con lo establecido 
actualmente en el CST, una trabajadora podría 
ser desvinculada de su trabajo durante el perio-
do de la licencia de maternidad sin que opere la 
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presunción de despido con motivo de embarazo 
o lactancia. Esto por cuanto la Ley 1468 de 2011 
amplió a catorce (14) semanas el periodo de la 
licencia de maternidad, y previó que, si por algu-
na razón médica la futura madre no puede optar 
por las dos (2) semanas preparto, podrá disfrutar 
de las catorce (14) semanas en el posparto inme-
diato. Esas 2 semanas adicionales de la licencia 
de maternidad exceden los 3 meses (12 semanas) 
previstos en el artículo 239 para presumir el des-
pido por motivo de embarazo o lactancia cuando 
este se produce sin la correspondiente autoriza-
ción de las autoridades competentes, razón por 
la cual estaríamos ante la grave eventualidad del 
despido de una trabajadora que se encuentra dis-
frutando de la licencia de maternidad en la sema-
na 13 o 14, sin estar cobijada por la presunción 
de que trata el artículo 239 del CST. 

En síntesis, la ampliación del término estable-
cido para presumir el despido de la trabajadora 

en la medida que refuerza los postulados cons-
titucionales de asistencia y protección a los ni-
ños, y en especial a los que están por nacer y los 
recién nacidos. Además, armoniza los términos 
dispares previstos en el propio CST en relación 

madre trabajadora que se encuentra disfrutando 
de la licencia de maternidad pueda ser despedida 
en la semana 13 o 14 de la misma, sin autoriza-
ción de la autoridad competente.

E. CONCLUSIÓN 
Honorables colegas del Congreso de la Re-

pública, hoy pongo a consideración de ustedes 
este proyecto de ley que pretende contribuir con 
la materialización de los postulados constitucio-
nales de asistencia y protección de los niños, a 
través de la introducción en el Código Sustanti-

Fuero de Pater-
nidad, el cual contempla medidas como la pro-
hibición de despido del trabajador cuya cónyuge 
o compañera permanente se encuentre en estado 
de embarazo y no tenga un empleo formal, al 
tiempo que establece la ampliación del término 
de presunción de despido por motivo de emba-
razo o lactancia, el cual pasaría de 3 a 6 meses 
posteriores al parto. En consecuencia, confío en 
que esta honorable Corporación tendrá motivos 
de sobra como para convertir este proyecto en 
ley de la República, y por ende, solicito darle 
trámite constitucional que corresponda. 

Félix José Valera Ibáñez,
Senador de la República.

*Nota: El presente texto se imprimió por am-
bas caras de cada hoja para mantener la coheren-
cia con el contenido del Proyecto de ley número 

66 de 2012 Senado, por la cual se promueve la 
adquisición de bienes y/o servicios con criterios 
ambientales en las entidades estatales, y se dic-
tan otras disposiciones, el cual presenté a con-
sideración del Congreso hace un año y que ya 
fue aprobado en primer debate en la Comisión 
Quinta del Senado. Vale la pena recordar que 
para hacer una tonelada de papel nuevo se nece-
sitan 17 árboles, 250 mil litros de agua y 7.800 
kilovatios por hora de energía eléctrica; mientras 
que para obtener la misma cantidad usando papel 

es necesario talar árboles, el gasto de agua sería 
100 veces menor pues únicamente se requerirían 
2.500 litros de agua, y sólo utilizaríamos la ter-
cera parte de la energía eléctrica, esto es, 2.500 
kilovatios por hora.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 17 de abril de 2013 
Señor Presidente: 

-
yecto de ley número 238 de 2013 Senado, por la 
cual se establece el fuero de paternidad, se am-
plía el periodo de presunción de despido de la 
trabajadora por motivo de embarazo o lactan-
cia, y se dictan otras disposiciones (Ley José), 
me permito pasar a su Despacho el expediente 
de la mencionada iniciativa que fue presentada 
en el día de hoy ante Secretaría General por el 
honorable Senador Félix José Valera Ibáñez. 
La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente, de conformidad con 
las disposiciones reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENA-
DO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 17 de abril de 2013 
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley 
de la referencia a la Comisión Séptima Constitu-
cional y envíese copia del mismo a la Imprenta 

Gaceta del Congreso. 
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,
Roy Barreras Montealegre.

El Secretario General del honorable Senado 
de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.



Página 12 Jueves, 18 de abril de 2013 GACETA DEL CONGRESO  213

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

225 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se establecen medidas  
de observancia a los derechos de propiedad  

industrial.
Bogotá, D. C., 
Honorable Senador
JOSÉ HERRERA ACOSTA
Presidente Comisión Cuarta
Senado de la República
Ciudad 
Respetado Presidente:
En cumplimiento del encargo encomendado 

por la Mesa Directiva de la Comisión Cuarta del 
Senado de la República y con fundamento en los 
artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito rendir ponencia para primer debate 
del Proyecto de ley número 225 de 2013 Senado, 
por medio de la cual se establecen medidas de 
observancia a los derechos de propiedad indus-
trial. En consecuencia me permito rendir ponen-
cia favorable acorde con las siguientes conside-
raciones:

I. ANTECEDENTES
El proyecto de ley en mención fue radicado el 

pasado 2 de abril de 2013 por el Gobierno Na-
cional, a través del Ministerio de Comercio, In-
dustria y Turismo, doctor Sergio Díaz-Granados 
Guida para su trámite legislativo y ha sido puesto 
en consideración de la Comisión Cuarta del Se-
nado de la República para el análisis pertinente.

El mismo, fue publicado mediante Gaceta del 
Congreso número 172 del 2 de abril de 2013 
y se encuentra fundamentado en varias razones 
que a continuación se exponen:

II. GENERALIDADES
El Acuerdo de Promoción Comercial entre la 

República de Colombia y los Estados Unidos de 
América, sus cartas adjuntas y sus entendimien-
tos, en adelante el Acuerdo, fueron suscritos en 
Washington, el 22 de noviembre de 2006. Pos-
teriormente, el 28 de junio de 2007 se suscribió 
con los Estados Unidos de América el Protocolo 

El proceso de incorporación del Acuerdo a la 
legislación interna colombiana se surtió median-
te la aprobación de la Ley 1143 del 4 de julio 
de 2007 por el Congreso de la República, cuya 
constitucionalidad fue declarada con la expedi-
ción de la Sentencia C-750 de 2008, por virtud 
de la cual el Acuerdo y la citada ley se encontra-
ron ajustados al ordenamiento constitucional del 
país. En este mismo contexto, el Protocolo Mo-

el 28 de junio de 2007, aprobado mediante Ley 
1166 de 2007, fue declarado exequible mediante 
la Sentencia C-751de 2008.

Con base en lo anterior, se dio inicio a la eta-
pa de implementación normativa del Acuerdo en 
Colombia, la cual tiene por objeto llevar a cabo 
los ajustes tendientes a garantizar la compatibi-
lidad de nuestro ordenamiento jurídico con los 
compromisos adquiridos. Es decir, que, desde 
una perspectiva jurídica, el proceso de imple-

dispuesto en las Leyes 1143 de 2007 y 1166 de 
2007.

Es pertinente señalar que varios de los com-
promisos implementados por el presente pro-
yecto de ley, ya habían sido asumidos en la 
Ley 1520 sancionada el 13 de abril de 2012 y 
declarada inexequible por la Corte Constitucio-
nal mediante Sentencia C-11 de 2013 debido a 
vicios de forma. Al respecto la Corte reseñó “…
la existencia de un vicio en el procedimiento de 
formación de la Ley 1520 de 2012, consistente 
en la falta de competencia de las Comisiones Se-
gundas del Senado de la República y de la Cá-
mara de Representantes, para aprobar, en primer 
debate, la Ley 1520 de 2012, el cual condujo a la 
declaración de inexequibilidad de la mencionada 
ley”.

En este orden de ideas, y para adelantar el trá-

propiedad industrial, el presente proyecto de ley 
busca implementar las siguientes disposiciones 
del Acuerdo, ante la comisión competente para 
ello:

-
cación de marcas (artículos 16.11.12 y 16.11.13 
del Acuerdo).

procesos judiciales (artículos 16.11.11 (b) y 
16.11.24 del Acuerdo).

• Indemnizaciones preestablecidas (artículos 
16.11.8 y 16.11.15 (b)).

III. OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto de ley tiene como objetivo ofre-

cer, en favor del titular de un derecho marcario, 
una serie de medidas de observancia que podrá 
utilizar en el marco de un procedimiento judi-
cial.

Así las cosas, el juez que lleve el caso en un 
proceso por infracción marcaria, se entiende 
facultado para: i) ordenar al infractor que pro-
porcione información respecto de las personas 
involucradas, así como de los medios o instru-
mentos de producción o canales de distribución 

P O N E N C I A S
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utilizados para ello; ii) ordenar la destrucción de 
materiales e implementos utilizados en la fabri-

Finalmente, al momento de determinar una 
cuantía motivada en una indemnización de per-
juicios, el titular del derecho infringido podrá 
acogerse a un sistema de indemnizaciones prees-
tablecidas o, a las reglas generales sobre prueba 
de la indemnización de perjuicios.

Es pertinente señalar que estas medidas de 
observancia se ajustan a los compromisos adqui-
ridos en el marco del Acuerdo de Promoción Co-
mercial suscrito por Colombia con los Estados 
Unidos de América, contenidos en el Capítulo 
Dieciséis sobre propiedad industrial. Desde una 
perspectiva jurídica, esta ley constituye un de-
sarrollo del mandato que el Congreso emitió al 
aprobar dicho Acuerdo mediante la Ley 1143 de 
2007 y en la Ley 1166 de 2007.

IV. ANTECEDENTES  
CONSTITUCIONALES Y LEGALES

Entre los derechos sociales, económicos 
y culturales descritos por el Capítulo II de la 
Constitución Política, se cuenta el de la propie-
dad intelectual como una especie de propiedad 
privada.

Así las cosas, el artículo 58 señala: Se garan-
tizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los 
cuales no pueden ser desconocidos ni vulnera-
dos por leyes posteriores. (…) (Resaltado fuera 
de texto).

Bajo este entendido, el titular de un derecho 
marcario ejerce un derecho de propiedad sobre 
el uso de su marca, derecho que goza de un ran-
go constitucional en los términos del artículo 61 
el cual consagra “El Estado protegerá la propie-
dad intelectual por el tiempo y mediante las for-
malidades que establezca la ley”.

Se advierte que como especie de propiedad 

entre cuyos objetos de protección se cuentan los 
signos distintivos, entre ellos las marcas.

1. Marco jurídico de la propiedad indus-
trial en Colombia

La propiedad industrial se encuentra recono-
cida como una forma de propiedad al interior 
de nuestro ordenamiento jurídico, considerada 
como una herramienta fundamental para el cre-
cimiento económico de países en desarrollo. La 
propiedad industrial se encarga de proteger bie-
nes intelectuales, que por su naturaleza indus-
trial y comercial disponen de protección legal, 
como es el caso de los inventos, los modelos de 
utilidad, los diseños industriales y las marcas 
comerciales, entre otros. 

perceptible que permite distinguir en el mercado 

los productos o servicios comercializados al in-
terior de él. Es así como la principal función de 

-
ducto o el servicio que se ofrece, logrando con 
ello “salvaguardar los intereses de los industria-
les y comerciantes que utilizan la marca como 
un instrumento de su quehacer económico para 
que extraños no obtengan provecho ilícito de 
la buena fama o prestigio de que aquélla goza; 
pero también, como se ha visto, proteger al pú-
blico consumidor de las maniobras por quienes 
se aprovechan de su buena fe para engañarlo 
con productos o servicios de inferior calidad al 
ofrecido”1. 

En Colombia, por medio del registro de la 
marca realizado ante la Superintendencia de In-
dustria y Comercio, se adquiere el derecho de 
uso exclusivo y excluyente de la misma, facul-
tando a su propietario para usarla y prohibir su 
uso por terceros, esto es actuar contra cualquier 
tercero que, sin su consentimiento, realice los 
actos indicados en las disposiciones señaladas 
en el artículo 155 de la Decisión número 486 del 
2000 de la Comisión de la Comunidad Andina, 
normatividad comunitaria aplicable en nuestro 
país en materia de propiedad industrial.

En la actualidad se cuenta con una amplia re-
gulación, tanto en las normas de orden interno, 
como en las Convenciones de Derecho Interna-
cional aplicables en nuestro ordenamiento jurí-
dico, consagrando de esta manera procedimien-
tos administrativos y judiciales encaminados a la 
preservación y protección de los derechos bási-
cos en esta materia.

Observamos entonces cómo el artículo 61 de 
nuestra Carta Constitucional establece la obli-
gación por parte del Estado de brindar protec-
ción a la propiedad intelectual, salvaguardando 
de esta forma toda clase de creación, producto 
o servicio resultado de la capacidad intelectual 
de su autor, inventor o diseñador, generando un 

Dicha obligación se hace efectiva en el marco 
del proceso de integración andina, en donde por 
virtud de la Decisión número 486 de 2000 de la 
Comunidad Andina, norma de aplicación auto-
mática y preferente, nuestro país regula la pro-
tección de los derechos de propiedad industrial. 
Esta Decisión se encuentra reglamentada en Co-
lombia mediante los Decretos números 2591 de 
2000 y 3081 de 2005.

En desarrollo de este sistema, “con ocasión de 
la internacionalización de la economía y de la 
coyuntura de negociación de Tratados de Libre 
Comercio entre los países de la CAN y EE.UU., 
la Comisión del Acuerdo de Cartagena expidió 
la Decisión número 689 de 2008, por medio del 
1 Sentencia C-228 de 1995 M. P. Antonio Barrera Carbo-

nell.
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cual, autorizó a los países miembros para desa-
rrollar y profundizar ciertas disposiciones de la 

aplicación y preservar el ordenamiento jurídico 
andino. Colombia adoptó la decisión y la regla-
mentó parcialmente mediante el Decreto-ley 019 
de 2012 y Decreto número 729 de 2012”2 .

En el marco de la multilateralidad, mediante 
Ley 178 de 1994, Colombia aprobó el Convenio 
de París para la Protección de la Propiedad In-
dustrial, destinado a facilitar que los nacionales 
de un país obtengan protección en otros países 
para algunos de los bienes protegidos por la pro-
piedad industrial. 

De otra parte a través de la Ley 170 de 1994, 
Colombia aprobó el Acuerdo Sobre los Aspectos 
de los Derechos de Propiedad Intelectual rela-
cionados con el Comercio (ADPIC) de la Orga-
nización Mundial del Comercio, cuyo artículo 
41 ubicado en la Parte III denominada “OBSER-
VANCIA DE LOS DERECHOS DE PROPIE-
DAD INTELECTUAL, OBLIGACIONES GE-
NERALES”, compromete a nuestro país a esta-
blecer “procedimientos de observancia de los 
derechos de propiedad intelectual conforme a 
lo previsto en la presente Parte que permitan la 

acción infractora de los derechos de propiedad 

con inclusión de recursos ágiles para prevenir 
las infracciones y de recursos que constituyan 

-
ciones. (…)”.

Colombia es miembro de la OMPI (Organi-
zación Mundial de la Propiedad Intelectual) en 
donde el 29 de mayo de 2012, se convirtió en el 
87º miembro del Sistema Internacional de Mar-
cas, depositando el instrumento de adhesión al 
Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid re-
lativo al Registro Internacional de Marcas. En el 
caso de Colombia, el tratado entró a regir desde 
el 29 de agosto de 2012. “El sistema de Madrid 
para el registro internacional de marcas (sistema 
de Madrid) ofrece a los propietarios de marcas 

utilización para la protección y la gestión de su 
cartera de marcas en el plano internacional”3. 

Cabe resaltar que Colombia ha realizado 
grandes esfuerzos por brindar una protección 
óptima a la propiedad industrial, prueba de ello 
es la creación de diferentes políticas públicas 
encaminadas a “implementar una política de 
Propiedad Intelectual acorde con la estrategia 
de desarrollo productivo en un proceso de for-
2 Guía de la Propiedad Industria 2020, Superintendencia 

de Industria y Comercio, página 61 (http://issuu.com/
quioscosic/docs/guia_propiedad_industrial).

3 Organización Mundial de Propiedad Intelectual, Sitio 
web

 (http://www.wipo.int/pressroom/es/articles/2012/arti-
cle_0009.html)

mulación que desencadene el fortalecimiento de 
-

piedad intelectual”4. 
Es por ello que con la expedición del Conpes 

3533, se realizó un estudio exhaustivo de las fa-
lencias presentadas en el sistema de propiedad 
intelectual. Como resultado de ello, se consideró 
necesario incentivar las creaciones y produccio-
nes intelectuales; además de otorgar garantías 
al productor intelectual, mediante el reconoci-
miento de los derechos de propiedad sobre la 

de estimular y retribuir su producción brindando 
una efectiva protección. 

Es importante resaltar que se apunta a la utili-
zación y el correcto aprovechamiento del sistema 

Las marcas son muy importantes en el ámbito 
productivo y comercial, pues como se ha anota-
do, son los signos que distinguen los productos y 

empresarial determinado. De esta forma, el con-
sumidor puede distinguir no sólo los productos 
y servicios como tal, sino a quién los ofrece. Al 
violarse el sistema de propiedad industrial, se 
afecta de forma directa la productividad, iden-

-
rídicas que día a día interactúan en el mercado.

2. Finalidad del establecimiento de las me-
didas de observancia

En Colombia existe un alto porcentaje de in-
fracciones a las normas establecidas en mate-

el tema relacionado con las marcas, generando 
consecuencias perjudiciales para la economía 
del país, pues no sólo afectan la productividad 
de las empresas, sino que también desestimulan 
la inversión extranjera, al generar inseguridad.

Actualmente nos encontramos frente a un 
mundo de economías globalizadas, el país ha 
hecho un esfuerzo grande por tratar de crear 
una política de inserción activa en los mercados 
internacionales mediante aperturas negociadas 
que facilitan el acceso a los mercados interna-
cionales. Por esta razón, se hace necesario adop-
tar al interior de nuestra legislación nacional 
herramientas que tengan la capacidad de prote-

materia de propiedad industrial, todo ello con el 
objeto de llegar a posicionarnos como un mer-
cado competitivo y a nivel mundial, en donde 
se brinden condiciones óptimas y seguras para 
adelantar actividades que generen un crecimien-
to económico. 
4 Documento CONPESS 3533, BASES DE UN PLAN DE 

ACCIÓN PARA LA ADECUACIÓN DEL SISTEMA 
DE PROPIEDAD INTELECTUAL A LA COMPETI-
TIVIDAD Y PRODUCTIVIDAD NACIONAL 2008-
2010.
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Las medidas de observancia tienen como ob-
jeto generar recursos ágiles para prevenir las in-

posibles infractores. Estas herramientas brindan 
una efectiva y adecuada protección a los dere-
chos en materia marcaria, al tiempo que se ajus-
tan a los compromisos asumidos por nuestro país 
en el marco de los Acuerdos Sobre los Aspectos 
de los Derechos de Propiedad Intelectual rela-
cionados con el Comercio (ADPIC) de la Orga-
nización Mundial del Comercio y de Promoción 
Comercial suscrito con EE. UU. 

En este sentido, el Plan Nacional de Desarro-
llo 2010-2014 “Prosperidad para todos” literal 
B del Capítulo VII –Soportes transversales de la 
prosperidad democrática”, enuncia la estrategia 
del Gobierno en materia de acuerdos internacio-
nales.

Colombia le 
ha apostado de manera consistente a un proceso 
de internacionalización sobre la base de reglas 
claras, estables y predecibles que gobiernen el 
comercio internacional”5. Adicionalmente se re-
salta “la necesidad de mejorar el acceso a otros 
destinos de exportación, para lo cual es impor-
tante la negociación y suscripción de nuevos 
Acuerdos de Libre Comercio… estos acuerdos 

-
taciones y contribuir al incremento de la oferta 
exportable”6.

Por último, en el Plan de Desarrollo se enun-
cia la necesidad de consolidar la inserción y re-
levancia internacional del país, para lo cual es 
clave implementar los TLC con Canadá, EFTA, 
Estados Unidos y la Unión Europea. 

V. CONTENIDO Y JUSTIFICACIÓN
El artículo 1° del proyecto de ley tiene como 

objetivo proveer a los jueces la facultad de or-
denar que el infractor del sistema de propiedad 
industrial proporcione información sobre ter-
ceros involucrados en la infracción y sobre los 
instrumentos de comercialización y distribución 
utilizados para cometerla. 

Las normas de procedimiento civil no esta-
blecen en la actualidad la facultad del juez para 
ordenar al infractor que proporcione la informa-
ción requerida en estas disposiciones, tal como 
la identidad de quienes participaron en la comi-
sión de la infracción. 

Por tal razón, el artículo 1° del proyecto de 
ley incluye expresamente esta facultad. Natu-
ralmente, el infractor conserva su derecho de no 
autoincriminarse ni de incriminar personas de su 
círculo familiar, de conformidad con lo dispues-
to por el artículo 33 de la Constitución Política.
5 Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad 

para Todos”, página 510. 
6 Ibíd. Página 511.

El artículo 2° del proyecto de ley establece 
que, luego de adelantar el proceso respectivo, 
cuando el juez determine que las mercancías son 
efectivamente infractoras, las mismas sean des-
truidas, salvo casos excepcionales o cuando el 
titular del derecho disponga otra cosa, y en todo 
caso, sean retiradas de los canales comerciales.

Si bien la legislación nacional prevé la des-

-
plimiento a los compromisos asumidos en virtud 
de los Acuerdos ya descritos.

En efecto, no es claro, que la orden de des-
trucción de mercancías infractoras y de elemen-
tos y materiales utilizados en la infracción, sea 
la regla general y que solo bajo circunstancias 
excepcionales, se disponga otro destino de di-

caridad. 
-

luego de un proceso sobre infracción de dere-
cho marcario y cuando el juez determine que las 

destruidas salvo casos excepcionales, o cuando 
el titular del derecho disponga otra cosa, y en 
todo caso retiradas de los canales comerciales.

El artículo 3° faculta al titular del derecho 
infringido para escoger bajo cuál sistema hará 
exigibles los daños y perjuicios que el infractor 
le hubiere ocasionado al violar sus derechos. A 
tales efectos, el lesionado podrá escoger entre 
demostrar en un proceso el costo de los daños y 
perjuicios sufridos, o acogerse a un monto esta-
blecido por el sistema de indemnizaciones que 
sería creado por el Gobierno, en ejercicio de fa-
cultades reglamentarias.

Los artículos explicados anteriormente no 
solo se ajustan a los compromisos adquiridos 
por virtud de los Acuerdos Internacionales ya 
descritos, sino que proporcionan una protección 
legal efectiva y apropiada a los titulares de dere-
chos de propiedad industrial en Colombia. Esto, 
sin duda, va de la mano con la innovación en el 
ámbito comercial y económico, y con el desarro-
llo empresarial.

Por las consideraciones antes expuestas me 
permito presentar a consideración de la Comi-
sión Cuarta del Senado de la República, la si-
guiente

Proposición
Dese primer debate ante la Comisión Cuarta 

del Senado de la República al Proyecto de ley 
número 225 de 2013 Senado, por medio de la 
cual se establecen medidas de observancia a los 
derechos de propiedad industrial, con base en el 
texto publicado en la Gaceta del Congreso nú-
mero 172 del 2 de abril de 2013.

Cordialmente,
Martín Emilio Morales Díaz,

Honorable Senador de la República.
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE ANTE LA COMISIÓN CUARTA  
DE SENADO DEL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 225 DE 2013 SENADO 
por medio de la cual se establecen medidas  
de observancia a los derechos de propiedad  

industrial.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO ÚNICO

Disposiciones relativas a la observancia  
de los derechos de propiedad industrial
Artículo 1°. Solicitud de información. 
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 

33 de la Constitución Política, las autoridades 
administrativas en ejercicio de funciones juris-
diccionales y las autoridades judiciales compe-
tentes para resolver los procesos de infracción 
en materia de propiedad intelectual, estarán fa-
cultadas para ordenarle al infractor que propor-
cione cualquier información que posea respecto 
de cualquier persona involucrada en la infrac-
ción, así como de los medios o instrumentos de 
producción o canales de distribución utilizados 
para ello.

Artículo 2°. Destrucción de implementos y 
mercancía infractora.

En los procesos sobre infracciones a las mar-
cas, el juez estará facultado para ordenar que los 
materiales e implementos que hayan sido utiliza-
dos en la fabricación o creación de dichas mer-

a cargo de la parte vencida y sin compensación 
alguna, o en circunstancias excepcionales, sin 
compensación alguna, se disponga su retiro de 
los canales comerciales.

En el caso de mercancías consideradas falsi-

cargo de quien resulte condenado en el proceso, 
a menos que el titular de derecho consienta en 
que se disponga de ellas de otra forma. En casos 

fuera de los canales de comercio, cuando la re-
moción de la marca elimine las características 
infractoras de la mercancía y la mercancía ya 

ningún caso los jueces podrán permitir la expor-
-

ras o permitir que tales mercancías se sometan 
a otros procedimientos aduaneros, salvo en cir-
cunstancias excepcionales. La simple remoción 
de la marca que fuera adherida ilegalmente no 

ingresen en los canales comerciales.
Artículo 3°. Indemnizaciones preestable- 

cidas.
La indemnización que se cause como conse-

cuencia de la infracción marcaria podrá sujetarse 
al sistema de indemnizaciones preestablecidas o 
a las reglas generales sobre prueba de la indem-
nización de perjuicios, a elección del titular del 
derecho infringido. El Gobierno Nacional regla-
mentará la materia. 

Artículo 4°. Vigencia.
La presente ley rige a partir de la fecha de su 

publicación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

De los honorables Senadores,
Martín Emilio Morales Díaz,

Honorable Senador de la República.
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